
La presente resolución en su versión original contiene datos personales y elementos de carácter confidencial. 
En este contexto, es oportuno proteger la esfera privada de sus titulares. En tal sentido, conforme a lo establecido 
en el artículo 30 de la Ley de Acceso a la Información Pública, se extiende la siguiente versión pública.



















organismos subaJtemos; y al Consejo Superior Universitario para que conozca de los mismos y resuelva Jo conveniente; c) Asistir o delegar representante en las sesiones de las Juntas Directivas de las facultades por medfo de los Fiscales auxiliares cuando se lo pida alguna Junta Directiva o el Decano; d) Proponer aJ Consejo Superior Universitario, el nombramiento de los fiscales auxiliares; e) Acreditar a los miembros electos para integrar la Asamblea GeneraJ Universitaria y Consejo Superior Universitario; f) Dictaminar legalmente sobre todos y cada uno de los expedientes de graduación de la Universidad; g) Dirigir las actividades de la Unidad; h) Elaborar el Plan Operativo de la Unidad; i) Dictaminar legalmente sobre incorporaciones, reposición de títulos, expedientes disciplinarios, la elaboración y otorgamiento de toda clase de contratos etc; y, j) representar judiciaJmente a la Universidad por delegación (apoderado general judicial). Además, el mismo ManuaJ incluye la descripción de tareas del Fiscal Auxiliar de la UES, las cuales son las siguientes: a) participar en la elaboración del plan operativo de la Unidad; b) coordinar las actividades administrativas de la Unidad; c) representar al fiscal general cuando éste le delegue en las sesiones de los órganos de gobierno y funcionarios de la UES; d) brindar asesoría jurídica a las comisiones de la Asamblea General Universitaria y Consejo Superior Universitario; e) elaborar dictámenes legales en casos específicos y por delegación; f) supervisar la elaboración de contratos de la LACAP y autorizar notarialmente los mismos; g) registrar el ingreso de expedientes y asignarlos a los colaboradores juridicos; h) representar y defender el interés de la Universidad como apoderado judicial en juicios y diligencias; i) asesorar y controlar la legalidad en los procesos administrativos disciplinarios; j) supervisar y asesorar al personal; y k) discusión y aprobación de dictámenes. Por otra parte, la descripción de tareas de los colaboradores jurídicos de la Fiscalía General de la VES, se encuentran detalladas de la siguiente manera: a) elaborar planes de trabajo; elaborar proyectos de dictámenes con base en la legislación universitaria; b) verificar la legalidad en los procesos juridicos, administrativos disciplinarios, académicos y de otra índole; c) asesorar a las instancias correspondientes en la elaboración de reglamentos internos de la institución; d) representar a la Fiscalía en diferentes actos oficiales de la Universidad por delegación del señor Fiscal General; e) elaborar contratos institucionaJes y/o patrimoniales; f) realizar acciones de protección juridica a los bienes de la Universidad; g) actuar como apoderado general de la Universidad antes instancias judiciales y administrativas; y, h) elaborar informes (fs. 1 78). 15) Escrito Ref. SUB-PERS 282/201 O remitido por la licenciada Evarista Maricela García Pérez, Subgerente de personal de la UES, en el que remite listado del personal asignado a la Fiscalía General de la UES, anexando el detalle de las funciones del personal en mención según el Manual de Funciones de la UES, incluyendo las funciones de los colaboradores jurídicos (fs. 169 y 170). 
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no tienen más facultades que las que expresamente les da la ley", toda actuación de la 

Administración pública debe sujetarse al ejercicio de una competencia previamente atribuida por 

el ordenamiento jurídico. 

Manuel María Diez define la competencia como el "conjunto de atribuciones, poderes o 

facultades que le corresponden a un órgano en relación con los demás" (Manual de Derecho 

Administrativo, p. 123). 

Entre las potestades que puede atribuirse a los entes administrativos destaca la 

denominada potestad sancionadora de la Administración pública, reconocida por el artículo 14 

de la Constitución, según el cual "la autoridad administrativa podrá sancionar, mediante 

resolución o sentencia y previo el debido proceso, las contravenciones a las leyes, reglamentos u 

ordenanzas". 

Esta potestad ha sido definida por la Sala de lo Contencioso Administrativo de la Corte 

Suprema de Justicia como "aquélla que le compete para imponer correcciones a los ciudadanos o 

administrados, por actos de éstos contrarios al ordenamiento jurídico" (sentencia pronunciada en 

el proceso ref 183-M-2000, el 31//11/2004). 

Para el caso específico de este Tribunal, la LEG le ha otorgado una competencia 

administrativo sancionadora que se limita al conocimiento de hechos planteados como 

vulneraciones a los deberes éticos o a las prohibiciones éticas contempladas en los artículos 5 y 6 

de la misma Ley, por parte de uno o varios servidores públicos, que hayan ocurrido a partir del 

día 1 de julio de 2006, fecha en la que dicho cuerpo nonnativo entró en vigencia o que tengan 

pennanencia en el tiempo (artículos 1 ,  2, 1 8  y 40 de la LEG). 

Por ende, en virtud de la competencia de este Tribunal, el objeto de la presente resolución 

definitiva se limitará a analizar lo siguiente: si en efecto el doctor René Madecadel Perla 

Jiménez, en su calidad de fiscal general de la UES, retardó sin motivo legal el trámite del 

procedimiento disciplinario referencia número 09 l -(F.M.Occ.)-08 y si dichos hechos han 

quebrantado la letra i) del artículo 6 de la Ley de Ética Gubernamental. 

2. Calificación jurídica. 

Es pertinente aclarar que la calificación jurídica de los hechos objeto del procedimiento 

sancionador es una facultad de este Tribunal que en modo alguno se encuentra vinculada a la 

calificación propuesta por el denunciante, ni a la calificación provisional establecida hasta antes 

de esta decisión. Como lo sostiene Garberí Llobregat, "la calificación jurídica de los hechos es 

una facultad de la autoridad decisora". (El Procedimiento Administrativo Sancionador. Volumen 

I, p. 395). 

Para establecer si los hechos probados encajan en la nonna administrativa sancionadora 

aplicable al caso, es necesario elaborar el juicio de tipicidad. 

Previo al análisis de la tipicidad de las conductas sancionables, se aclara que el mismo se 

encuentra circunscrito a la referencia de la ética pública, según la competencia otorgada a] 
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El articulo 27 del Reglamento Disciplinario de la Universidad de El Salvador, regula el 

trámite del procedimiento y señala que "Cuando se trate de infracciones graves o menos graves, 

dentro de los quince días siguientes a aquel en que tuvo conocimiento de su comisión, el 

Organismo o funcionario competente deberá resolver ordenando la apertura del respectivo 

informa1ivo administrativo disciplinario o declarando la improcedencia del mismo. En este 

último caso notificará lo resuelto a las partes y en el primer caso procederá conforme se 

dispone a continuación: 

1°) En el Acuerdo de apertura, la autoridad competente ordenará al Fiscal General de la 

Universidad para que en el término de treinta días instruya el informativo, debiendo realizar 

todas la Diligencias de investigación necesarias para la depuración del mismo; instruyendo 

además por escrito y personalmente al presunto i,�.fractor de los cargos que se le atribuyeren 

para que, en el término de tres días después de notificado, haga uso del derecho de defensa. El 

Acuerdo de apertura a que se refiere este Ordinal deberá ser también notificado al Defensor de 

los Derechos Universitarios para los efectos de Ley. 

2°) Instruido que sea el informativo, dentro de los diez días siguientes. la Fiscalía 

General fo remitirá en original a la autoridad competente, con el respectivo dictamen legal: 

( . . .  )''. De la disposición legal que antecede puede concluirse que el Fiscal General de la UES contaba con un plazo de 30 días para instruir el infonnativo administrativo disciplinario Ref. 091 -(F.M.Occ)-08. Posteriormente al instruir el informativo correspondiente debió remitir el expediente dentro de los I O días siguientes a la Junta Directiva de la Facultad Multidisciplinaria de Occidente, es decir, que el dictamen legal ordenado al servidor público denunciado debió tramitarse en un plazo máximo de 40 días, conforme lo dispone el art. 27 del Reglamento Disciplinario de la UES, lo que no ocurrió así ya que al día 9 de junio de 2009, fecha en que se interpuso la denuncia que motivó el presente procedimiento, el servidor público denunciado no había emitido el dictamen legal requerido, sino que fue hasta el día 8 de julio de 2009 que se pronunció al respecto, es decir 93 días hábiles después del plazo señalado por la disposición antes dicha. La notificación a las partes de la mencionada resolución se realizó el dia 1 5  de julio de 2009, excediendo en 88 días hábiles del plazo legal conferido al servidor público denunciado. Respecto de la eficacia de los actos administrativos, la Sala de lo Contencioso Administrativo de la Corte Suprema de Justicia se ha pronunciado en los siguientes términos: "la notiicación de los actos administrativos es detenninante para su eficacia jurídica, especialmente al afectar los derechos de los particulares. Es decir, mientras no se produce la notificación, el acto administrativo carece de trascendencia jurídica para el sujeto destinatario". Sentencia pronunciada por la Sala de lo Contencioso Administrativo de la CSJ en el proceso ref. 238-C-2002. el 7/IX/2004. 
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